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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN / NÚCLEO ESENCIAL DEL DERECHO FUNDAMENTAL
DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN – Subsidiariedad.

… Al respecto debe reiterarse que el derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución. …El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”. A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 
DERECHO DE PETICIÓN – Contenido
… Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado, lo cual no implica que deba ser en sentido positivo y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.
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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece de diciembre de dos mil veinticuatro
Acta de Sala de Discusión No 145 de 13 de diciembre de 2024
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por CRISTIAN ANDRÉS HOYOS MONTOYA contra la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira 22 de noviembre de 2024, dentro de la acción de tutela que inició en contra de LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS.
ANTECEDENTES  
Informa el señor Cristian Andrés Hoyos Montoya que producto de un accidente de tránsito en el que se vio involucrada su integridad física, el día 29 de agosto de 2024 solicitó a la Previsora de Seguros S.A., compañía con la cual constituyó el seguro obligatorio de accidentes de tránsito -SOAT-, que procediera a pagar a su favor el valor de la indemnización a la que tiene derecho por la ocurrencia del siniestro.

Cuenta que el día 30 de septiembre del presente año, la aseguradora se pronunció pidiendo unos documentos que afirmó eran necesarios para decidir de fondo, los cuales fueron radicados el día 24 de octubre de 2024; no obstante, a la fecha no conoce la decisión de dicha aseguradora.
Estima que el silencio de la accionada vulnera los derechos fundamentales al debido proceso, de petición, a la seguridad social y jurídica, a la igualdad material y formal, al mínimo vital y a la dignidad humana de los cuales es titular, motivo por el cual solicita que sean amparados por la vía constitucional y reestablecidos a través de la orden que se le dé a la Previsora de Seguros S.A. de dar respuesta a la reclamación administrativa de reparación en virtud a la póliza SOAT No 1508005010189000.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el cual, luego de admitirla por auto de fecha 13 de noviembre de 2024, corrió traslado por el término de dos (2) días a las entidades accionadas a efectos de que ejercieran el derecho de defensa.  
La Previsora S.A. Compañía de Seguros integró la litis indicando que las áreas internas de esa sociedad estaban validando la radicación de las peticiones presentadas por el actor para darle el trámite que corresponde.

Frente a las pretensiones, se opuso a las mismas precisando que para acceder a los beneficios del seguro obligatorio de accidentes de tránsito -SOAT- se deben acreditar los requisitos necesarios para ello, siendo necesario validar la información en orden a brindar una respuesta apropiada al caso concreto, dejando claro que la sola reclamación no implica el reconocimiento de la indemnización pretendida, toda vez que se requiere la verificación de las circunstancia de tiempo, modo y lugar de los hechos que originaron el presunto siniestro y su consecuencias.
Posteriormente, mediante correo electrónico remitido al Juzgado el 20 de octubre de 2024, la accionada envió la comunicación por medio de la cual dio respuesta a la petición elevada por el señor Cristian Andrés Hoyos Montoya.
Llegado el día del fallo, la juez declaró la carencia actual de objeto por hecho superado, por considerar que con la respuesta brindada por la compañía accionada respecto a la indemnización reclamada por el actor se restableció el derecho de petición del del cual es titular.
Inconforme con la decisión, la parte actora la impugnó señalando que la juez de la causa solo se percató en analizar la vulneración del derecho de petición, más no así de las demás garantías constitucionales que se denunciaron afectadas.
Refiere que, en la respuesta dada por la sociedad accionada, no solo no atiende la solicitud de reparación de gastos de transportes y medicinas, sino que señala la iniciación de un procedimiento legal, el cual no puede ser trasladado a la víctima del accidente de tránsito que contrató la póliza con la accionada.
Considera también que el hecho de no serle reconocida la indemnización que reclama, habiendo acreditado el pago de los gastos médicos, vulnera el derecho a la igualdad material y formal, así como las demás garantías anunciadas como afectadas.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMAS JURÍDICOS
 ¿Vulneró la accionada las garantías fundamentales del actor al no reconocer en la vía administrativa la reparación que reclama por cuenta riesgo amparado en el seguro obligatoria de accidentes de tránsito -SOAT-?
¿La repuesta brindada por la requerida en este trámite preferencial atiende el núcleo esencial del derecho de petición?
Antes de abordar los interrogantes formulados, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad, o de los particulares en ciertos casos.
1. DEL DERECHO DE PETICIÓN

El artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad, o de los particulares en ciertos casos.
Al respecto debe reiterarse que el derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, que señala: 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.
El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.
A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:
Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. 
Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado, lo cual no implica que deba ser en sentido positivo y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

2. CASO CONCRETO
Revisados los hechos de la acción, observa la Sala que en el numeral duodécimo de la acápite respectivo, el actor indica que “Es por las razones expuestas en los hechos que anteceden, que me veo en la necesidad de radicar la presente ACCIÓN CONTITUCIONAL DE  TUTELA en contra de la entidad aquí accionada, a fin de que sea el juez constitucional quien analice la notoria vulneración de derechos fundamentales y en su efecto se ordene a LA PREVISORA DE SEGUROS SA, por medio del área encargada, a dar respuesta a la solicitud de reclamación”, supuesto fáctico que tiene coherencia con las pretensiones consignadas en el libelo inicial.

De acuerdo con esto, ninguna irregularidad observa la Sala respecto a la decisión de primera instancia que se enfocó en la afectación de la garantía fundamental de petición, pues ese era el reproche del actor hasta el momento de impetrar la presente acción constitucional.
Ahora bien, en el trámite de primera instancia, la Aseguradora accionada comunicó al juzgado la contestación ofrecida a la solicitud presentada por el actor el 29 de agosto de 2024, en la que le informó que, para atender su reclamación se requería el “Dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral en firme emanado de la autoridad competente de acuerdo con lo establecido en el artículo 142 del Decreto ley 019 de 2012, en el que se especifique el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del lesionado”.
En dicha petición, -hoja 21 de numeral 2º del cuaderno digital de primera instancia- el señor Hoyos Montoya pretende el “pago de los gastos médicos en los que ha tenido que incurrir como consecuencia de las lesiones causadas en el accidente de tránsito ocurrido el 23 de marzo de 2023, y en el que se tiene como diagnóstico “herida a colgajo en el labio de cavidad oral, fractura y perdida (sic) dentaria””.
No obstante ello, en el correo electrónico por medio del cual se remitió esta solicitud, se indica en el texto del envío que lo reclamado es la indemnización por accidente de tránsito SOAT. -hoja 22 ibídem-.

Frente a este último reclamo observa la Sala que ningún reproche merece la repuesta que en el trámite de la presente tutela le dio La Previsora S.A. Compañía de Seguros al actor, pues resulta claro que, para reclamar la indemnización por incapacidad permanente originada en un accidente de tránsito, se requiere la calificación de la pérdida de capacidad laboral del reclamante -artículo 2.6.1.4.3.1 del Decreto 780 de 2016- actuación que no realiza esa entidad, pues tal carga le fue impuesta a las Compañías de Seguros en los casos en los que asumen los riesgos de invalidez y muerte, conforme lo establece el artículo 41 de la Ley 100 de 1993.
Respecto al pago de los gastos médicos, observa la Sala que razón le asiste el recurrente cuando hace notar que en la citada respuesta nada se dijo respecto a la solicitud de pago de gastos médicos, reclamo que tiene soporte en lo previsto en los artículos 2.6.1.4.2.1 y 2.6.1.4.2.20 del Decreto 780 de 2016, lo cual pone de manifiesto la vulneración del derecho de petición del actor, motivo por el cual se tutelará dicha garantía constitucional.
Consecuente con lo expuesto, se ordenará a La Previsora S.A. Compañía de Seguros, a través de la Vicepresidencia de Indemnizaciones en cabeza del doctor Miguel Ángel Valois Rubiano o quien haga sus veces, que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación que se haga de este proveído, proceda a dar respuesta a la petición elevada por el señor Cristian Andrés Hoyos Montoya el día 29 de agosto de 2024, respecto a la solicitud de reconocimiento de los gastos médicos asumidos como consecuencia del accidente de tránsito sufrido el 23 de marzo de 2023.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 22 de noviembre de 2024, para en su lugar AMPARAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor CRISTIAN ANDRÉS HOYOS MONTOYA.

SEGUNDO: ORDENAR a La Previsora S.A. Compañía de Seguros, a través de la Vicepresidencia de Indemnizaciones en cabeza del doctor Miguel Ángel Valois Rubiano o quien haga sus veces, que, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación que se haga de este proveído, proceda a dar respuesta a la petición elevada por el señor Cristian Andrés Hoyos Montoya el día 29 de agosto de 2024, respecto a la solicitud de reconocimiento de los gastos médicos asumidos como consecuencia del accidente de tránsito sufrido el 23 de marzo de 2023.

TERCERO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
CUARTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente 
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                           Magistrada

GERMÁN DARIO GÓEZ VINASCO

Magistrado

�REVISADO


�ACOMPAÑO


�Aprobado.
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